
 

 

  

 ACTA Nº 14.709  
  

SESIÓN DEL MIÉRCOLES 06 DE NOVIEMBRE DE 2019 

  

En Montevideo, a los seis días del mes de noviembre de dos mil 

diecinueve, a las catorce y treinta horas, en el despacho de la 

Presidencia, se reúne el Directorio del Banco Hipotecario del 

Uruguay, con la presencia de la señora Presidente Cra. Ana 

María Salveraglio y los señores Vicepresidente Dr. Darío Burstin 

y Director Dr. Gustavo Cersósimo. 
  

Actúa en Secretaría la señora Gerente de División Secretaría 

General Beatriz Estévez. 
  

Están presentes los señores Gerente General Ec. Álvaro Carella y 

Asesora Letrada Dra. Cristina Maruri. 
  

A continuación se tratan los siguientes asuntos: 
  

Nº 0710 

  

DIRECTORIO - APORBACIÓN DE ACTA - Se da lectura al 

acta número catorce mil setecientos siete, correspondiente a la 

sesión celebrada el día veintitrés de octubre de dos mil 

diecinueve, la que se aprueba. 
  

Nº 0711 

  

Expediente Nº 2019-52-1-11465 - DIRECTORIO - INSTITUTO 

NACIONAL DE ESTADÍSTICA - COMUNICACIÓN DEL 

ÍNDICE MEDIO DE SALARIOS - RESOLUCIÓN 

ADOPTADA POR LA VICEPRESIDENCIA DEL 

DIRECTORIO FIJANDO EL VALOR DE LA UR A APLICAR 

A PARTIR DEL 1° NOVIEMBRE DE 2019 – Darse por 

enterado y aprobar lo actuado. 

VISTO: Que en función de la información proporcionada por el 

Instituto Nacional de Estadística respecto del Índice Medio de 

Salarios, el Área Finanzas y Mercado de Capitales procedió a 

efectuar el cálculo para determinar el nuevo valor de la unidad 

reajustable a partir del 1° de noviembre de 2019. 

CONSIDERANDO: Que por resolución de Vicepresidencia, en 

ejercicio de la Presidencia, de fecha 31 de octubre de 2019, se 

fijó en $ 1.197,13 (pesos mil ciento noventa y siete con 13/100), 



 

 

el valor de la unidad reajustable a ser aplicado a partir del 1° 

de noviembre de 2019. 

SE RESUELVE: Darse por enterado y aprobar lo actuado. 
  

  

Nº 0713 

  

Expediente Nº 2019-52-1-08519 - DIVISIÓN OPERACIONES - 

AUTORIZACIONES PARA CANCELAR SALDOS 

DEUDORES O ACREEDORES QUE NO TENGAN LA 

CALIDAD DE DEPÓSITOS - RESOLUCIÓN DE 

DIRECTORIO N° 0505/11 - Se modifica en lo pertinente la 

resolución mencionada.  

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Operaciones, con fecha 14 de octubre del 

corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: Lo dispuesto en la resolución de Directorio Nº 0505/11, 

de fecha 7 de diciembre de 2011, en cuanto a la facultad para 

cancelar saldos deudores o acreedores que no tengan la calidad 

de depósitos. 

CONSIDERANDO: I) Que en dicha oportunidad se autorizó a 

varias gerencias a disponer la cancelación de saldos deudores y 

acreedores por hasta 100 UR, a la Gerencia General y Gerencia 

del Área Riesgos, por hasta 200 UR y al Directorio por montos 

superiores.  

II) Que dada la operativa de la División Operaciones y 

del Departamento Sistemas de Pagos, es necesario que cuenten 

con dicha facultad. 

III) Que por resolución de Directorio Nº 0401/19, de fecha 10 de 

julio de 2019, se modificó la estructura del Área Comercial con 

diversos cambios en la denominación de sus dependencias. 

RESUELVE: Modificar en lo pertinente la resolución de 

Directorio Nº 0505/11, estableciendo que las cancelaciones de 

saldos deudores y acreedores podrán ser autorizadas de la 

siguiente forma: 

i) Por hasta 100 UR: Gerentes de Área Finanzas y 

Administración, Área Comercial, División Canales y Apoyo 

Comercial, División Seguimiento y Recuperación de Activos, 

División Operaciones, Jefes de Departamento Gestión de 

Morosidad y Departamento Sistema de Pagos. 

ii) Hasta 200 UR: Gerente General y Gerente de Área Riesgos. 

iii) Saldos superiores a 200 UR: Directorio". 
  

  



 

 

Nº 0716 

  

Expediente Nº 2010-52-1-00264 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRES. AA Y  BB -

 REGULARIZACIÓN DE ADEUDOS - INMUEBLE PADRÓN 

XX/B/406 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - 

FIDEICOMISO CARTERA COMERCIAL Y SOCIAL DE 

INMUEBLES XII - Se resuelve poner en conocimiento de la 

Agencia Nacional de Vivienda la situación del inmueble de 

referencia. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 28 de 

octubre del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La situación resultante del desconocimiento del acuerdo 

de pago y regularización en curso, por la deuda del préstamo 

hipotecario que gravaba el inmueble padrón Nº 

XX/B/406 del departamento de Montevideo, lo que llevó a la 

escrituración del bien a nombre del Banco Hipotecario y la 

consiguiente cancelación de la hipoteca XX. 

CONSIDERANDO: I) Que dicha situación está afectando 

actualmente a los ex-deudores hipotecarios que se ven 

imposibilitados de abonar cuota alguna, en virtud que los 

productos del préstamo fueron cancelados contablemente, así 

como, cancelada notarialmente la hipoteca. 

II) Que urge regularizar la situación contable y jurídica del 

inmueble mencionado, identificado como ID XX. 

III) Que, si bien no se llegó a firmar boleto de reserva por el 

inmueble relacionado con los cónyuges AA y BB, surge 

inequívocamente del expediente 2010-52-1-XX y de la 

resolución de Directorio Nº XX/11 de fecha 22 de noviembre de 

2011, la voluntad de los deudores de convenir el atraso y 

continuar con los pagos correspondientes a la hipoteca XX. 

IV) Que en actuación de fecha 29 de octubre del corriente, la 

Asesoría Letrada manifiesta su acuerdo con el proyecto de 

resolución propuesto por la División Servicios Jurídicos y 

Notariales. 

RESUELVE: 1.- Poner en conocimiento de la Agencia Nacional 

de Vivienda, Fiduciaria del “FIDEICOMISO CARTERA 

COMERCIAL Y SOCIAL DE INMUEBLES XII - 

FIDEICOMISO FINANCIERO” la carga que afecta al inmueble 

padrón XX/B/406 del departamento de Montevideo, ID XX, 

debiéndose regularizar la situación del mismo mediante la 

escrituración del bien a favor de los cónyuges AA y BB. 



 

 

2.- Comunicar a la Agencia Nacional de Vivienda la presente 

resolución, conjuntamente con la resolución de Directorio Nº 

XX/11". 

  

Nº 0717 

  

Expediente Nº 2019-52-1-09584 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 

COMPRADOR DE LA UNIDAD 201, BLOCK I, DEL 

PADRÓN N° XX DEL DEPARTAMENTO DE MALDONADO 

- SOLICITUD DE MODIFICACIÓN EN LA TITULARIDAD 

DEL INMUEBLE - Se disponer no hacer lugar a la petición 

formulada. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, con fecha 9 de 

octubre del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: I) La solicitud formulada por el Sr. AA, quien desde el 

1° de julio de 2008 es promitente comprador de la mitad indivisa 

de la vivienda sita en XX, unidad 201, block I, del padrón N° XX 

del departamento de Maldonado.  

II) Que la petición consiste en que se tenga en cuenta que es el 

único titular de dicho bien inmueble y que la documentación 

relacionada a la vivienda de referencia se suscriba a su nombre, 

por cuanto afirma ser la única persona que se hizo cargo de 

abonar las cuotas y los gastos de la vivienda en cuestión. 

RESULTANDO: I) Que en informe del Sector Notarial de la 

División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 17 de 

setiembre de 2019, se sostiene que la modificación de la 

integración de la titularidad del bien no es viable en forma 

unilateral, por cuanto el BHU prometió vender a cada uno de los 

promitentes compradores la mitad indivisa del bien. 

II) Que surge del análisis referido que, para modificar la 

titularidad en el sentido peticionado, es menester le sea cedida en 

favor del Sr. AA la restante cuota parte indivisa. 

III) Que las abogadas informantes de la División Servicios 

Jurídicos y Notariales comparten el análisis realizado, por cuanto 

nuestro derecho establece que los contratos obligan como la ley 

misma, motivo por el cual no puede mediante una petición 

pretenderse su modificación. 

IV) Que la cláusula cuarta de la promesa de fecha 1° de julio de 

2008, que dispone la obligación de comunicar al BHU las 

variantes en la integración de núcleo familiar, no puede 



 

 

interpretarse en ningún sentido como habilitante de la 

modificación unilateral del contrato por una de las partes. 

CONSIDERANDO: I) Los informes referidos. 

II) Que en su actuación de fecha 28 de octubre del corriente, la 

Asesoría Letrada sugiere aprobar el proyecto de resolución 

formulado por la División Servicios Jurídicos y Notariales. 

RESUELVE: No hacer lugar a la petición formulada por el Sr. 

AA.                 

  

Nº 0718 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01241 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SEÑORES AA Y BB 

TITULARES DEL PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN 

XX, BLOCK 1, UNIDAD 101 DEL DEPARTAMENTO 

DE MONTEVIDEO - PETICIÓN FORMULADA AL 

AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE 

LA REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 

medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 30 de 

abril del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución por los señores AA y BB. 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 

presentan ante el Directorio del BHU los señores AA y BB, 

quienes manifiestan ser deudores del BHU en tanto recibieron de 

éste un préstamo en unidades reajustables en virtud de la 

hipoteca padrón XX, block 1, unidad 101 del departamento de 

Montevideo. 

II) Que solicitan se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 

de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 

III) Que en su petición señalan que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 



 

 

atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluyen señalando que su préstamo, desde su firma 

hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 

tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 

tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para concluir que los ha llevado 

a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por los señores AA 

y BB al amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 

desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 

con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 

necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 

para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 

plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 

la vivienda de la población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 



 

 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 

del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 

determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 

excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tienen los 

peticionantes (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 

fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos establecidos en la misma. 

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 



 

 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada. 

ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 

Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 

del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución por los señores AA y BB. 

2.- Notificar a los peticionantes de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0719 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01269 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, UNIDAD 602 DEL 

DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 2 de 

mayo del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, unidad 602 del departamento 

de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 



 

 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 



 

 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 



 

 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0720 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01270 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 

COMPRADOR DEL PADRÓN XX, UNIDAD 601 DEL 

DEPARTAMENTO DE MALDONADO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 de 

mayo de 2019, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, unidad 601 del departamento 

de Maldonado. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 



 

 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 



 

 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una  "excesiva 

 onerosidad  superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 



 

 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0721 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01271 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE 076, SERIE 500, 

NÚMERO XX, PADRÓN XX, UNIDAD  903  DEL 

DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 de 

mayo del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 

ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 

unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase 076, serie 



 

 

500, número XX, padrón XX, unidad 903 del departamento de 

Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 

de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 

hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 

tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 

tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 

la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 



 

 

desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 

con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 

necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 

para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 

plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 

la vivienda de la población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 

del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 

determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 

excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 



 

 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 

fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos establecidos en la misma. 

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada. 

ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 

Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 

del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0722 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01273 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX, UNIDAD 201 

DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 

de mayo del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 



 

 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la hipoteca 

padrón XX, unidad 201 del departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 



 

 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 



 

 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0723 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01274 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES -  SR. AA - PROMITENTE 

COMPRADOR DEL PADRÓN XX, BLOCK B, UNIDAD 301 

DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 de 

mayo de 2019, que a continuación se transcribe: 



 

 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, block B, unidad 301 del 

departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 



 

 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 



 

 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0724 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01276 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE 076, SERIE 500, 

NÚMERO XX, PADRÓN XX, UNIDAD 604  DEL 

DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 



 

 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 

de mayo del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase 

076, serie 500, número XX, padrón XX, unidad 

XX del departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 



 

 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 



 

 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  



 

 

Nº 0725 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01277 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 1, UNIDAD 003 

DEL DEPARTAMENTO DE RIVERA - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 de 

mayo del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, block 1, unidad 003 del 

departamento de Rivera. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 



 

 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 



 

 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 



 

 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0726 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01279 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 1, UNIDAD 207 

DEL DEPARTAMENTO DE RIVERA - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 de 

mayo del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, block 1, unidad 207 del 

departamento de Rivera. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 



 

 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 



 

 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 



 

 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo del 

artículo 30 de la Constitución de la República por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0727 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01280 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX DEL 

DEPARTAMENTO DE CANELONES - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular.  

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 

de mayo del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la hipoteca padrón 

XX del departamento de Canelones. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 



 

 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 



 

 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 



 

 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0728 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01281 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 

COMPRADOR DEL PADRÓN XX, UNIDAD 202 DEL 

DEPARTAMENTO DE MALDONADO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 8 de 

mayo de 2019, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, unidad 202 del departamento 

de Maldonado. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 



 

 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 



 

 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 



 

 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 1º de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0729 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01218 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, UNIDAD 606 DEL 

DEPARTAMENTO DE MALDONADO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 4 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, unidad 606 del departamento 

de Maldonado. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 



 

 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 



 

 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 



 

 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 2 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018", 
  

Nº 0730 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01217 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE 076, SERIE 140, 

NÚMERO XX,  PADRÓN  XX, UNIDAD  502  DEL 

DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 4 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 

ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 

unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase 076, serie 



 

 

140, número XX, padrón XX, unidad 502 del departamento de 

Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 

de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 

hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 

tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 

tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 

la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 



 

 

desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 

con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 

necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 

para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 

plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 

la vivienda de la población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 

del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 

determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 

excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 



 

 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 

fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos establecidos en la misma. 

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 2 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada. 

ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 

Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 

del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018", 
  

Nº 0731 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01208 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 1, UNIDAD 301 

DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 4 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 



 

 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, block 1, unidad 301 del 

departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 



 

 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 



 

 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 2 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0732 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01223 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE 076, SERIE 600, 

NÚMERO XX, PADRÓN XX DEL DEPARTAMENTO 

DE MONTEVIDEO - PETICIÓN FORMULADA AL 

AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE 

LA REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 

medidas sobre el particular. 



 

 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 11 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 

ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 

unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase 076, serie 

600, número XX, padrón XX del departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 

de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 

hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 

tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 

tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 

la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 



 

 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 

desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 

con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 

necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 

para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 

plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 

la vivienda de la población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 

del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 

determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 

excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 



 

 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 

fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos establecidos en la misma. 

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada. 

ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 

Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 

del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0733 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01222 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, BLOCK 

D, UNIDAD 004 DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO 

- PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 

30 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se 



 

 

desestima la petición y se adoptan otras medidas sobre el 

particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 11 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, block D, unidad 004 del 

departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 



 

 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 



 

 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  



 

 

Nº 0734 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01221 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE 076, SERIE 150, 

NÚMERO XX,  PADRÓN XX DEL DEPARTAMENTO 

DE CANELONES - PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO 

DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 

REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan otras 

medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 11 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase 

076, serie 150, número XX, padrón XX del departamento de 

Canelones. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 



 

 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 



 

 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 



 

 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República por el señor 

AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0735 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01220 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 

COMPRADORA DEL PADRÓN XX, UNIDAD 103 DEL 

DEPARTAMENTO DE RIVERA - PETICIÓN FORMULADA 

AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN 

DE LA REPÚBLICA - Se desestima la petición y se adoptan 

otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 11 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la señora AA, quien 

manifiesta ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, unidad 103 del departamento 

de Rivera. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 



 

 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 



 

 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 



 

 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por la señora AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0736 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01219 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE 076, SERIE 140, 

NÚMERO XX, PADRÓN XX, UNIDAD 102 DEL 

DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 4 de 

junio del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 

ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 

unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase 076, serie 

140, número XX, padrón XX, unidad 102 del departamento de 

Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 

de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 



 

 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 

hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 

tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 

tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 

la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 

desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 

con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 

necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 

para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 

plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 

la vivienda de la población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 



 

 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 

del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 

determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 

excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 

fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos establecidos en la misma. 



 

 

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada. 

ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 

Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 

del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0737 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01205 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - PROMITENTE 

COMPRADOR DEL PADRÓN XX, BLOCK A, UNIDAD 901 

DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 3 de 

julio de 2019, que a continuación se transcribe: 

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución de la República por el Sr. AA. 

RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU el señor  AA, quien 

manifiesta ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un 

préstamo en unidades reajustables en virtud de la promesa de 

compraventa relativa al padrón XX, block A, unidad 901 del 

departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 

revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 

restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 

un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 



 

 

equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 

habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales", para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 

firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 

señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 

ha llevado a la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr.  AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 

desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 

permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 

satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 

la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 

con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 

población en general. 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 



 

 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 

Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 

un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 

protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 

de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 



 

 

a los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos allí establecidos.  

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada.  

ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 

República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 

Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución de la República 

por el señor  AA. 

2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 

su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 

0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0738 

  

Expediente Nº 2018-52-1-01206 - DIVISIÓN SERVICIOS 

JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - TITULAR DEL 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO PADRÓN XX DEL 

DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 

FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 

petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 3 de 

julio del corriente, que a continuación se transcribe:  

"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 

Constitución por la Sra. AA. 

RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 

presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 

ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 

unidades reajustables en virtud de la hipoteca padrón XX del 

departamento de Montevideo. 

II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 

102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 

Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 

indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 



 

 

de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 

ecuación económica de los mismos, evitando así un 

enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 

de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 

III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 

UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 

equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 

calidad de vida del prestatario y además hace imposible 

terminar el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera 

atrasos en el pago de cuotas mensuales" para luego indicar 

"Solicitamos se recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la 

unidad indexada, cosa que rige para algunos prestatarios y para 

los préstamos desde el año 2007 en que se aprobó la nueva 

Carta Orgánica del Banco". 

IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 

hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 

tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 

tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 

la ruina. 

CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 

la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 

procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 

amparo del artículo 30 de la Constitución. 

II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 

deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 

los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 

los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 

en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 

haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 

créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 

éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 

III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 

evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 

efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 

desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 

con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 

necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 

para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 

plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 

la vivienda de la población en general. 



 

 

IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 

por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 

aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 

reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 

que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 

dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 

cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 

vinculando la evolución de la UR al IMS. 

V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 

onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 

del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 

hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 

Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 

"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 

acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 

acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 

reflejando paulatinamente esa suba. 

VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 

además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 

sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 

VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 

del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 

determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 

excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 

habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 

condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 

modificando la convención. 

VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 

modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 

peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 

se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 

se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 

derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 

IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 

Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 

Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 

dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 

titulares de productos nominados en unidades reajustables, 

propuesta que se presenta como una flexibilización a las 



 

 

condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 

fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 

los clientes titulares de productos nominados en unidades 

reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 

los requisitos establecidos en la misma. 

X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 

cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 

deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 

autorizando su transformación en productos en unidades 

indexadas. 

XI) Que en actuación de fecha 8 de octubre de 2019, la Asesoría 

Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos por los 

cuales sugiere desestimar la petición presentada. 

ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 

Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 

del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 

RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 

del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 

en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 

Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0739 

  

Expediente Nº 2019-52-1-10042 - DEPARTAMENTO 

COMUNICACIONES INSTITUCIONALES - 

FIESTA INSTITUCIONAL DE FIN DE AÑO 2019 - Se autoriza 

su realización y se adoptan otras medidas sobre el particular. 

SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 

por la Gerencia General, de fecha 5 de noviembre del corriente, 

que a continuación se transcribe: 

"VISTO: El informe del Departamento Comunicaciones 

Institucionales de fecha 24 de setiembre de 2019, en donde se 

sugiere la realización de la Fiesta Institucional de fin de año 

2019, cuyo objetivo es fomentar la integración entre los 

funcionarios para así reforzar los lazos entre éstos y el Banco 

como Institución. 

ATENTO: A que el Departamento Comunicaciones 

Institucionales informa que vistos los presupuestos presentados, 

el del Hotel Esplendor es el que más se ajusta a las necesidades 

del evento. 

CONSIDERANDO: I) Que esta Gerencia General comparte los 

fundamentos para reiterar esta actividad. 



 

 

II) Que por este medio se da conocimiento al Directorio de la 

realización de dicho evento para el día sábado 30 de noviembre 

de 2019. 

III) Que el Departamento Presupuesto informa que cuenta con 

disponibilidad suficiente para la erogación resultante. 

RESUELVE: 1.- Autorizar la realización de la Fiesta 

Institucional de fin de año 2019. 

2.- Autorizar la contratación de los siguientes servicios y costos, 

por los importes que se indican: 

 Hotel Esplendor por un monto de $ 331.422 más IVA (los 

montos a pagar se ajustarán por IPC y variación del dólar 

al momento de la realización de los servicios de acuerdo al 

presupuesto presentado). 

 Abonar el 50% del costo de la sala, para asegurar la 

reserva del Hotel Esplendor. 

 Distribuidora ALL IN ONE por concepto de bebida: $ 

33.109 más IVA. 

 AGADU por un monto de $ 11.330 a fin de abonar los 

permisos exigidos. 

 Animación por un monto máximo de $ 45.000 más IVA". 

  

 

  

  

  

Las resoluciones números 0712/19, 0714/19 y 0715/19  no se 

publican por ser de carácter “reservado”, según lo dispuesto por 

el artículo 9º de la Ley Nº 18.381 y lo dispuesto por RD Nº 

0181/14 de fecha 12 de junio de 2014. 
 

 


